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T	E	M	A	R	I	O

MATERIAS COMUNES

Tema 1.- La Constitución Española de 1978. Estructura. Características generales,

estructura y contenido. Principios que informan la Constitución. Derechos

fundamentales y Libertades Públicas. El Tribunal Constitucional.

Tema 2.- La Corona: Carácter, sucesión, proclamación y funciones. El Poder Judicial:

El Consejo General del Poder Judicial.

Tema 3.- Las Cortes Generales. Concepto, elementos, funcionamiento y funciones

normativas. El Gobierno: Concepto, integración, cese, responsabilidad, funciones,

deberes y regulación.

Tema 4.- La Administración Pública en el Ordenamiento Jurídico Español. Tipología

de los Entes Públicos. Las Administraciones del Estado. Autonómica. Local e

Institucional.

Tema 5.- Las Comunidades Autónomas: Constitución y competencias. Competencias

del Estado y de las Comunidades Autónomas: Introducción al Estatuto de Autonomía

para Andalucía, y su sistema de distribución de competencias.

Tema 6.- Fuentes del Derecho Público: Enumeración y principios. La jerarquía de las

fuentes. Fuentes escritas: Leyes y Reglamentos.

Tema 7.- El Régimen Local español. Concepto de Régimen Local español. Concepto de

Administración Local, evolución del Régimen Local. Principios constitucionales y

regulación jurídica. La Administración Local: Entidades que la integran. Regulación

actual.

Tema 8.- El Municipio: Evolución, concepto, elementos esenciales, denominación y

cambio de nombre de los municipios. El Término municipal: Concepto, caracteres,

alteración del término municipal. La población: Concepto. El empadronamiento:

Regulación, concepto.

Tema 9.- Organización municipal: Concepto. Clases de órganos. Órganos de régimen

común. Competencias: Concepto y clases. Título X de la Ley Reguladora de las Bases

del Régimen Local.



Tema 10.- La provincia: Evolución, elementos esenciales. Competencias de la

provincia. Organización provincial y competencias de los órganos.

Tema 11.- Haciendas locales. Clasificación de los recursos. Conceptos generales.

Potestad tributaria de los Entes locales. Fases de la potestad tributaria. Fiscalidad de

las Haciendas locales. Clasificación de los ingresos. Ordenanzas Fiscales. Tramitación

de las Ordenanzas y acuerdos. Contenido. Entrada en vigor.

Tema 12.- La Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales: Objeto y ámbito de

aplicación. Nociones básicas de Seguridad e Higiene en el Trabajo.

Tema 13.- La Ley Orgánica 3/2018, de Protección de Datos de Carácter Personal y

Garantía de los Derechos Digitales.

Tema 14.- Normativa estatal, autonómica y local en materia de igualdad: La obligación

administrativa de empleo de un lenguaje inclusivo. Definición de acoso sexual y acoso

por razón de sexo. Presupuestos con enfoque de género.

Tema 15.- Normativa estatal y autonómica en materia de violencia de género: La

ampliación del concepto de víctima en la normativa andaluza y derechos de las

víctimas de violencia de género.
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978.
CARACTERÍSTICAS	GENERALES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO.

PRINCIPIOS	QUE	INFORMAN	LA	CONSTITUCIÓN.	DERECHOS	FUNDAMENTALES
Y	LIBERTADES	PÚBLICAS.	EL	TRIBUNAL	CONSTITUCIONAL.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	DE	1978

1.1.- INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez elaborada y discutida en el Congreso y Senado, mediante Real Decreto 2550/1978 se convocó el
Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo lugar el 6 de diciembre siguiente. Se
llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978. El Proyecto fue aprobado por el
87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.2.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la Segunda Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos, así como de diferentes Tratados de Derecho Interna-
cional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	CORONA:	CARÁCTER,	SUCESIÓN,	PROCLAMACIÓN	Y	FUNCIONES.
EL	PODER	JUDICIAL:	EL	CONSEJO	GENERAL	DEL	PODER	JUDICIAL.

1.‐	LA	CORONA

El artículo 1.3 de la Constitución establece que la forma política del Estado español es la Monarquía Parla-
mentaria. Esta definición implica que el Rey, aún cuando ostenta el cargo de Jefe del Estado, está sometido
al Parlamento, siéndole de aplicación la máxima de que “El	Rey	reina	pero	no	Gobierna”. En desarrollo de lo
dispuesto en el mencionado artículo 1.3, el Título II de la Constitución (arts. 56 a 65) se encabeza con el
enunciado  “De	la	Corona” que es el nombre clásico para indicar el conjunto de prerrogativas y funciones que
corresponden a la Monarquía, personalizada en el Rey.

La Corona, término adoptado del constitucionalismo comparado, es la denominación específica que en
España se le ha dado a un órgano constitucional: la Jefatura del Estado. Este órgano constitucional es, pues,
un órgano del Estado cuyo titular es el Rey y al que se le atribuyen funciones propias y diferenciadas de las
del resto de los poderes del Estado.

La Corona está regulada en el Título II de la Constitución (arts. 56 a 65), con el contenido siguiente.

CARACTERÍSTICAS.- El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el
funcionamiento regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado español en las
relaciones internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ejerce las
funciones que le atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.

Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona.

La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán siempre refrenda-
dos en la forma establecida en la Constitución, careciendo de validez sin dicho refrendo (salvo lo dispues-
to sobre distribución del presupuesto para el sostenimiento de su Familia y Casa, y el nombramiento y
cese de los miembros civiles y militares de la Casa Real, pues se trata de actos que serán realizados
libremente por el Rey).

SUCESIÓN.- La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de Borbón,
legítimo heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogeni-
tura y representación, siendo preferida siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el
grado más próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona
de más edad a la de menos.

El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento,
tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de
la Corona de España.
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TEMA	3.‐	LAS	CORTES	GENERALES.	CONCEPTO,	ELEMENTOS,	FUNCIONAMIENTO
Y	FUNCIONES	NORMATIVAS.	EL	GOBIERNO:	CONCEPTO,	INTEGRACIÓN,

CESE,	RESPONSABILIDAD,	FUNCIONES,	DEBERES	Y	REGULACIÓN.

1.‐	LAS	CORTES	GENERALES

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

“Cortes	Generales”	es	el	nombre	oficial	del	Parlamento	español,	compuesto	de	dos	Cámaras:	Congreso	de	los
Diputados	y	Senado.	Este	nombre	es	el	tradicional	en	España	pues	las	asambleas	medievales	de	diversos
reinos	peninsulares	ya	se	denominaban	Cortes.	Y	este	es	también	el	nombre	que	se	mantuvo	en	la	mayoría
de	las	constituciones	del	siglo	XIX	y	el	que	han	adoptado	diversos	Parlamentos	autonómicos.

La	importancia	de	las	Cortes	Generales	como	órgano	del	Estado	deriva	de	que	representan	al	pueblo	español,
tal	como	establece	el	artículo	66.1	de	la	Constitución	de	1978,	que	es	el	titular	de	la	soberanía	(artículo	1.2
de	la	Constitución).

La	Constitución	contiene	disposiciones	comunes	para	las	dos	Cámaras	que	componen	las	Cortes	Generales
y	disposiciones	específicas	para	cada	una	de	ellas.

•	Características	comunes	a	ambas	Cámaras

Entre	las	disposiciones	generales	deben	destacarse,	además	de	su	común	definición	como	representantes
del	pueblo	español,	las	siguientes:

‐Las	funciones	que	ejercen	son:	

‐	la	legislativa,	consistente	en	la	aprobación	de	leyes;

‐	la	presupuestaria,	que	se	materializa	en	la	aprobación	de	los	ingresos	y	gastos	anuales	del	Estado;

‐	el	control	de	la	acción	del	Gobierno	y	el	impulso	político,	que	se	instrumentan	a	través	de	diversos
procedimientos	(preguntas,	interpelaciones,	mociones,	comparecencias)	y

‐	otras	funciones,	establecidas	en	la	propia	Constitución.	

‐La	declaración	de	ser	inviolables	las	dos	Cámaras,	lo	que	impide	adoptar	medidas	coercitivas	contra	las
mismas	(artículo	72	de	la	Constitución).

‐La	prohibición	de	ser	miembro	de	las	dos	Cámaras	simultáneamente	(artículo	67.1	de	la	Constitución).
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TEMA	4.‐LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA	EN	EL	ORDENAMIENTO	JURÍDICO
ESPAÑOL.	TIPOLOGÍA	DE	LOS	ENTES	PÚBLICOS.	LAS	ADMINISTRACIONES

DEL	ESTADO.	AUTONÓMICA.	LOCAL	E	INSTITUCIONAL.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA

1.1.- INTRODUCCIÓN

Refiriéndose a la Administración Pública en general, la Constitución le impone una serie de principios de
actuación y organización. Así, el art. 103.1 establece que “la	Administración	Pública	sirve	con	objetividad	los
intereses	generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentra‐
ción	y	coordinación”.

La afirmación de que la Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales es el eje sobre
el que debe gravitar la actuación administrativa. El interés general se configura de esta manera como un
principio constitucionalizado, que debe estar presente y guiar cualquier actuación de la Administración. La
consecuencia inmediata no es otra sino la de que la Administración no goza de un grado de autonomía de
la voluntad similar al que es propio de los sujetos de derecho privado. La actuación de la Administración
deberá estar guiada por la búsqueda y consecución del interés público que le corresponda, lo que le impedirá
-por imperativo del precepto constitucional mencionado- apartarse del fin que le es propio.

El ordenamiento jurídico establece figuras y mecanismos tendentes a evitar desviaciones de la Administra-
ción respecto de lo que, en cada momento, y en función de las circunstancias, deba considerarse como interés
público a alcanzar. El artículo 103.1 garantiza de esta manera que las potestades administrativas reconocidas
por el ordenamiento jurídico no se utilicen con fines distintos de aquellos que justificaron su creación y
reconocimiento en favor de la Administración.

Por otra parte, el sometimiento pleno a la ley y al Derecho recogido en el artículo 103.1 enlaza con lo previsto
en el artículo 106.1 de la Constitución, cuando se atribuye a los Tribunales (a los órganos jurisdiccionales
competentes) el control de la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como
el sometimiento de ésta a los fines que la justifican. Ello impide que puedan existir comportamientos de la
Administración Pública -positivos o negativos- inmunes al control judicial.

Por otra parte, el artículo 103.1 alude también a los principios de eficacia, jerarquía, descentralización,
desconcentración y coordinación, disponiendo que la Administración Pública debe actuar de acuerdo con
dichos principios. En realidad, es fácil observar que tales principios no están situados en el mismo plano: los
principios de jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación no son nada en sí mismos si no
se conectan con la finalidad que con ellos se persigue, como es alcanzar una actuación administrativa eficaz.
Podría decirse que el principio de eficacia es el objetivo a alcanzar, siendo los principios de jerarquía,
descentralización, desconcentración y coordinación medios a través de los cuales podrá conseguirse dicho
objetivo.
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TEMA	5.‐	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS:	CONSTITUCIÓN	Y	COMPETENCIAS.
COMPETENCIAS	DEL	ESTADO	Y	DE	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS:
INTRODUCCIÓN	AL	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	PARA	ANDALUCÍA,

Y	SU	SISTEMA	DE	DISTRIBUCIÓN	DE	COMPETENCIAS.

1.‐	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Constitución de 1978 reconoció y garantizó el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones
que integran la nación española y la solidaridad entre todas ellas. El desarrollo de las previsiones constitucio-
nales ha conducido a una profunda transformación de la organización territorial del Estado, mediante la
creación de las Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, con el consiguiente
proceso de redistribución del poder político y administrativo entre las instancias centrales y las autonómicas.
El resultado de este proceso ha convertido a España en uno de los países más descentralizados de Europa.

Cada Comunidad Autónoma tiene su Estatuto de Autonomía, aprobado por ley orgánica, que es la norma
institucional básica de la Comunidad, reguladora de aspectos esenciales como la organización y el funciona-
miento de su Parlamento y de su Gobierno, las competencias que la Comunidad asume, su Administración,
las señas de identidad y los hechos diferenciales tales como la lengua o el derecho civil y las relaciones con
el Estado y con otras Comunidades Autónomas.

El reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas está basado en la distinción entre
las competencias exclusivas del Estado o de las Comunidades Autónomas, las competencias compartidas
entre el Estado y las Comunidades Autónomas y las competencias concurrentes, en las cuales tanto el Estado
como las Comunidades Autónomas pueden intervenir. Las competencias exclusivas comprenden la potestad
legislativa y la capacidad de ejecución, mientras que las competencias compartidas pueden implicar una
diferente distribución de la potestad legislativa y reglamentaria entre Estado y Comunidades Autónomas,
las cuales suelen disponer de la capacidad ejecutiva en estos casos. En caso de que se produzca un conflicto
de competencias, corresponde resolverlo al Tribunal Constitucional, como en otros Estados políticamente
descentralizados.

El sistema de gobierno de las Comunidades Autónomas es de naturaleza parlamentaria, siendo sus institucio-
nes básicas el Parlamento, el presidente de la Comunidad y el Gobierno autonómico.

Desde el punto de vista económico y financiero, las Comunidades Autónomas disponen de una gran autono-
mía de gestión, con capacidad para aprobar sus propios presupuestos anuales y para determinar sus recur-
sos propios mediante tributos, tasas y recargos. El sistema general de financiación de las Comunidades
Autónomas, que comprende además los tributos cedidos por el Estado y la participación en los tributos
estatales, se fija de forma multilateral por el Estado y las Comunidades Autónomas, garantizando a través
de diversos mecanismos financieros la solidaridad interterritorial y un nivel mínimo igual en la prestación
de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español. Además, la Comunidad Autónoma del
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TEMA	6.‐	FUENTES	DEL	DERECHO	PÚBLICO:	ENUMERACIÓN	Y	PRINCIPIOS.
LA	JERARQUÍA	DE	LAS	FUENTES.	FUENTES	ESCRITAS:	LEYES	Y	REGLAMENTOS.

1.‐	LAS	FUENTES	DEL	DERECHO	PÚBLICO

1.1.- DERECHO PÚBLICO Y DERECHO PRIVADO

Dentro del Derecho se distinguen grupos o conjuntos de normas que, por referirse a sectores individualiza-
dos de la vida social y por apoyarse en unos principios comunes, los diferencian de otros grupos de normas.

Tradicionalmente se divide el Derecho en Derecho Público y Derecho Privado, subdivididos a su vez en
diferentes ramas:

• El Derecho Público regula la organización y actividad del Estado y de los entes públicos, así como la
actuación de los particulares ante ellos para el ejercicio y reconocimiento de sus derechos. Dentro del
Derecho Público se encuentran ramas como el Derecho Administrativo, el Derecho Constitucional, el
Derecho Internacional Público, el Derecho Penal, el derecho Procesal, el Derecho Tributario, etc.

• El Derecho Privado regula las relaciones entre particulares, o de éstos con el Estado y los organismos
públicos cuando actúan de forma privada (alquiler a un Ayuntamiento de un local privado para uso
público, por ejemplo). Dentro del Derecho Privado se encuentran ramas como el Derecho Civil, el Dere-
cho Mercantil y el Derecho Laboral (aunque éste también tiene regulación pública derivada de la
intervención del Estado al regular unas condiciones mínimas en distintos sectores de la actividad
laboral).

Dentro del Derecho Público la rama más importante es el Derecho Administrativo, que sirve de sustento
común a todas las demás ramas, y que se define como aquella parte del Derecho Público que regula organi-
zación y funcionamiento del Poder ejecutivo y sus relaciones con los administrados/ciudadanos, así como
la función administrativa de los diversos Poderes y Órganos constitucionales del Estado.

1.2.- LAS FUENTES DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL

En la Teoría General del Derecho el concepto de “fuente del derecho” es fundamental, y en este sentido la
doctrina clásica diferencia entre:

-FUENTES EN SENTIDO MATERIAL, que son aquellas fuerzas sociales o instituciones con facultad
normativa creadora: las Cortes, las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, los grupos
sociales como generadores de costumbres, etc.

-FUENTES EN SENTIDO FORMAL, que son las formas en que se manifiesta el Derecho: la constitución,
la ley, el reglamento, la costumbre, etc.
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TEMA	7.‐	EL	RÉGIMEN	LOCAL	ESPAÑOL.	CONCEPTO	DE	RÉGIMEN	LOCAL	ESPAÑOL.
CONCEPTO	DE	ADMINISTRACIÓN	LOCAL,	EVOLUCIÓN	DEL	RÉGIMEN	LOCAL.

PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES	Y	REGULACIÓN	JURÍDICA.	LA	ADMINISTRACIÓN
LOCAL:	ENTIDADES	QUE	LA	INTEGRAN.	REGULACIÓN	ACTUAL.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL

1.1.- INTRODUCCIÓN

Dentro de las instancias con autonomía política que componen el Estado, las Entidades Locales constituyen
el último escalón en los niveles de autogobierno que se reconocen en la organización territorial por debajo
de las CC.AA. 

La Constitución Española, en el diseño de la organización territorial del Estado que se dispone en SU Título
VIII, reconoce la autonomía de los municipios y provincias para la gestión de sus respectivos intereses, en
los mismos términos que a las Comunidades Autónomas (art. 137 CE), si bien el alcance de una y otra
difieren al concretarse a lo largo de los Capítulos II y III de dicho Título. 

Los caracteres que presentan las Entidades integrantes de la Administración Local son:

a) Independencia administrativa.

b) Intereses peculiares y propios.

c) Fines generales (si bien esta característica es válida para las denominadas Entidades Locales Básicas:
Municipio, Provincia e Isla, pero no para otro tipo de Entidades Locales, como son las Mancomunidades
de Municipios, las Áreas Metropolitanas, las Comarcas, etc, que son creados para el cumplimiento de uno
o varios fines concretos).

1.2.- ORIGEN Y EVOLUCIÓN HISTÓRICA

El origen de la Administración Local se encuentra normalmente en el municipio medieval; concretamente
en el fenómeno de dotar el Ayuntamiento de un ámbito de autogobierno. Así, las personas que viven en los
Burgos o ciudades logran este ámbito de autogobierno por la posibilidad de aliarse con el Rey en contra de
los señores feudales, o en algunos casos como en España, en contra de los reinos musulmanes. El Rey otorga
franquicias, cartas pueblas, etc. que permiten este autogobierno, que se caracteriza por la autonomía y la
variedad, ya que cada pueblo o ciudad tiene su propio régimen, coexistiendo tipos municipales diversos y
dotados de diverso grado de desarrollo.

Este régimen de autonomía municipal propio de la Edad Media se va debilitando a medida que se va ensan-
chando el poder del monarca y tiende a desaparece cuando el poder del Rey se convierte en absoluto. La
conciencia del poder absoluto y soberano del Rey hace inconcebible la existencia de instancias independien-
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TEMA	8.‐	EL	MUNICIPIO:	EVOLUCIÓN,	CONCEPTO,	ELEMENTOS	ESENCIALES,
DENOMINACIÓN	Y	CAMBIO	DE	NOMBRE	DE	LOS	MUNICIPIOS.	EL	TÉRMINO	MUNI‐

CIPAL:	CONCEPTO,	CARACTERES,	ALTERACIÓN	DEL	TÉRMINO	MUNICIPAL.
LA	POBLACIÓN:	CONCEPTO.	EL	EMPADRONAMIENTO:	REGULACIÓN,	CONCEPTO.

1.‐	EL	MUNICIPIO

1.1.- EVOLUCIÓN HISTÓRICA

“Municipio” deriva del vocablo latino "municipium", nombre que daban los romanos a entes con personali-
dad jurídica independiente, leyes propias, y patrimonio distinto de los habitantes que la conformaban,
derivados de la práctica de someter a los pueblos conquistados, pero manteniendo la organización interna
de sus ciudades, con una doble estructura administrativa: las autoridades romanas y las de carácter local.

Desde época romana el municipio ya poseía una organización popular. Era el pueblo, congregado en asam-
blea, quien designaba a sus representantes y gestores. La lex	lulia	municipalis (45 a. de J.C.) reguló la organi-
zación municipal romana.

A pesar de la invasión de los bárbaros y del establecimiento del imperio visigótico, la institución del munici-
pio no pudo ser destruida, sobreviviendo a su vez a la invasión árabe y transformándose y engrandeciéndose
durante las luchas de la Reconquista. Pero sus notas caracterizadoras ya no serán las del municipio anterior
a la invasión musulmana.

En la Edad Media el municipio clásico no fue una institución puramente administrativa, como en Roma, sino
un verdadero organismo político con leyes propias (fueros), que aplicaban las autoridades con independen-
cia y hasta con fuerza militar (milicias). El único límite a la soberanía de aquellas repúblicas federales era
el reconocimiento de la autoridad del Rey. 

Pero ya en el siglo XIV se advierte la decadencia de los municipios, siendo la Constitución de 1812 el punto
de partida del moderno municipio español.

Urbanísticamente, a principios del siglo XIX aún persistía en Europa el  sistema de ciudad medieval aislada
por la muralla. La tendencia progresiva a la concentración de la población obliga a buscar mayores espacios
para su desarrollo físico y económico. Éstas necesidades impulsan las primeras leyes urbanísticas españolas,
que son de ensanche: Planes de Ensanche de Madrid y Barcelona (1860), Ley de Ensanche (1864), y Regla-
mento de la Ley de Ensanche (1867).

El siglo XIX comienza marcado por otro cambio revolucionario propio que fue la Constitución y las Cortes
de Cádiz (1812), cuyos postulados liberales incorporan el carácter electivo y democrático de los Ayuntamien-
tos. Fue la misma Constitución que creó a los Secretarios de Ayuntamiento. El sistema parecía eficiente pero
este siglo se caracterizó en nuestro país por la alternancia en el poder y el predominio del modelo centraliza-
do o descentralizado según el partido político gobernante.
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TEMA	9.	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL:	CONCEPTO.	CLASES	DE	ÓRGANOS.	ÓRGANOS
DE	RÉGIMEN	COMÚN.	COMPETENCIAS:	CONCEPTO	Y	CLASES.	TÍTULO	X	DE

LA	LEY	7/1985,	REGULADORA	DE	LAS	BASES	DEL	RÉGIMEN	LOCAL.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL

1.1.- PRINCIPIOS GENERALES

El Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos municipios que legalmente funcionen en
régimen de Concejo Abierto, corresponde al ayuntamiento, integrado por el Alcalde y los Concejales. Los
Concejales son elegidos mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, y el Alcalde es elegido por
los Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que establezca la legislación electoral general.

El régimen de organización de los municipios de gran población se ajustará a lo dispuesto en el Título X
LBRL. En lo no previsto por dicho Título, será de aplicación el régimen común regulado en los apartados
siguientes.

1.2.- REGLAS DE LA ORGANIZACIÓN MUNICIPAL

La legislación de régimen local prevé una organización municipal de régimen común y otra específica de
municipios de gran población, que en lo no previsto para éstos se aplicarán las normas de régimen común.

La organización municipal de régimen común responde a las siguientes reglas:

a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen en todos los ayuntamientos.

b) La Junta de Gobierno Local existe en todos los municipios con población superior a 5.000 habitantes
y en los de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o así lo acuerde el Pleno de su ayunta-
miento.

c) En los municipios de más de 5.000 habitantes, y en los de menos en que así lo disponga su reglamento
orgánico o lo acuerde el Pleno, existirán, si su legislación autonómica no prevé en este ámbito otra forma
organizativa, órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta de los asuntos que han de ser
sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del Alcalde, la Junta de Gobierno
Local y los concejales que ostenten delegaciones, sin perjuicio de las competencias de control que
corresponden al Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la corporación tendrán derecho a
participar en dichos órganos, mediante la presencia de concejales pertenecientes a los mismos en
proporción al número de Concejales que tengan en el Pleno.

d) La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones existe en los municipios de gran población, y
en aquellos otros en que el Pleno así lo acuerde, por el voto favorable de la mayoría absoluta del número
legal de sus miembros, o así lo disponga su Reglamento orgánico.

e) La Comisión Especial de Cuentas existe en todos los municipios.
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TEMA	10.‐	LA	PROVINCIA:	EVOLUCIÓN,	ELEMENTOS	ESENCIALES.
COMPETENCIAS	DE	LA	PROVINCIA.	ORGANIZACIÓN	PROVINCIAL

Y	COMPETENCIAS	DE	LOS	ÓRGANOS.

1.‐	LA	PROVINCIA

1.1.- EVOLUCIÓN HISTÓRICA

La división provincial actual arranca de 1833, y se inscribe dentro del proyecto político de los liberales de
cambiar de raíz la estructura política y administrativa del país, desterrando para siempre las estructuras del
Antiguo Régimen. En 1833 el Ministro de Gobernación, Javier de Burgos, propuso una nueva división provin-
cial, cuyas 49 provincias han permanecido al cabo de siglo y medio con la única aparición de una más en la
antigua provincia canaria.

En la estructuración provincial de Javier de Burgos no se siguió un criterio meramente geográfico de modelo
francés, sino que se trató de conjugar éste con el de carácter histórico, al tiempo que se atendía a elementos
de distancia y población, a fin de conseguir una administración más eficaz junto con otra exigencia conocida
en el siglo XIX con la denominación de «unidad constitucional». Para ello habría que fijar dentro de la
provincia otros núcleos de menor entidad territorial, por supuesto, cuya división fue decretada en abril de
1834 y cuyo número ascendió a 463 núcleos de población con juzgado de primera instancia.

Eran éstos los Partidos Judiciales, los cuales presentaban, a veces, unos elementos característicos naturales,
demográficos, económicos y de dotación administrativa e incluso, también a veces, singularmente históricos,
que permitían fijar con facilidad la cabecera de los mismos. Posteriormente se han reducido estas “cabezas
de partido” y, por tanto, se han ampliado sus áreas territoriales por condicionamientos obvios de la evolución
en los medios de comunicación, así como por el descenso demográfico en numerosas zonas de España, entre
las cuales son muy destacadas las correspondientes a Castilla y León.

Por su parte, la Diputación Provincial tiene su origen en la Constitución Española de 1812. Una constitución
de origen liberal, que situaba a esta institución, no sólo, como el órgano de gobierno -superior al de los
ayuntamientos- de la Provincia en la que se asienta, sino también como un auténtico órgano descentraliza-
dor, y a la vez extensivo, del poder central. Es pues, una institución de marcado acento liberal, creada al calor
de las reformas constitucionales que sacaron a España del Antiguo Régimen.

Las Diputaciones Provinciales, desde entonces, han sufrido numerosas modificaciones en una convulsa etapa
política y social en la España de finales del siglo XIX y mayor parte del siglo XX, hasta configurarse en las
administraciones locales intermedias de hoy, fruto de la aprobación de la vigente Constitución Española de
1978 que configuró, la vuelta a la democracia tras cuarenta años de dictadura, y la articulación del sistema
político institucional que perdura en la actualidad. Sirviendo además la provincia, como base territorial para
la configuración de los entes preautonómicos, que posteriormente se convertirían en las actuales Comunida-
des Autónomas constituidas al margen de las que lo hicieran gracias a la disposición transitoria 2ª de la
Constitución (para los territorios que en el pasado hubiesen plebiscitado afirmativamente proyectos de
Estatuto de autonomía).
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TEMA	11.‐	HACIENDAS	LOCALES.	CLASIFICACIÓN	DE	LOS	RECURSOS.	CONCEPTOS
GENERALES.	POTESTAD	TRIBUTARIA	DE	LOS	ENTES	LOCALES.	FASES	DE	LA

POTESTAD	TRIBUTARIA.	FISCALIDAD	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES.
CLASIFICACIÓN	DE	LOS	INGRESOS.	ORDENANZAS	FISCALES.	TRAMITACIÓN
DE	LAS	ORDENANZAS	Y	ACUERDOS.	CONTENIDO.	ENTRADA	EN	VIGOR.

1.‐	LAS	HACIENDAS	LOCALES

1.1.- CONCEPTOS GENERALES

El concepto de "Hacienda de las Entidades Locales" se corresponde con el de las facultades atribuidas a las
mismas en orden al establecimiento, regulación, gestión y recaudación de tributos, así como a la posibilidad
de obtención de otros ingresos; todo ello orientado a disponer de medios económicos con los que hacer
frente a las necesidades públicas locales.

Por lo tanto, la Hacienda de las Entidades Locales presenta dos aspectos distintos: de una parte, la obtención
de ingresos, y, de otra, la aplicación de los mismos a la satisfacción de las necesidades.

En nuestro Derecho positivo, el término "Haciendas Locales" hace referencia, esencialmente, a la vertiente
de los ingresos; es decir, a la disposición de recursos suficientes para el cumplimiento de los fines de las
propias Entidades Locales.

El art. 142 de la Constitución recoge el principio de suficiencia de las haciendas locales, al establecer que las
mismas deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la ley les
atribuye.

Básicamente, el régimen jurídico de las Haciendas Locales encontraba su regulación en la Ley 39/1988, de
28 de Diciembre (BOE del 30), modificada por diversas leyes posteriores, en particular, por la Ley 51/2002,
de 27 de diciembre (BOE del 28), que preveía la elaboración de un texto refundido en la materia, el cual ha
sido adoptado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de Marzo (BOE de 9 y 13 de Marzo), por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, que constituye la ley
vigente y ha procedido a derogar las leyes de 1988 y 2002.

1.2.- POTESTAD TRIBUTARIA DE LOS ENTES LOCALES

Los tributos solo pueden establecerse con arreglo a la ley (artículo 31.3 CE), correspondiendo la potestad
originaria para establecerlos exclusivamente al Estado, mediante ley (artículo 133.1 CE), mientras que las
corporaciones locales podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes (artículo
133.2 CE), gozando tales corporaciones locales de autonomía, garantizada por la Constitución, para la gestión
de sus intereses (artículos 137 y 140 CE).

La autonomía de las entidades locales para establecer y exigir tributos ha de ejercerse de acuerdo con lo
previsto en la legislación del Estado reguladora de las haciendas locales y en las leyes que dicten las comuni-
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TEMA	12.‐	LA	LEY	31/1995,	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES:	OBJETO
Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.	NOCIONES	BÁSICAS	DE	SEGURIDAD

E	HIGIENE	EN	EL	TRABAJO.

INTRODUCCIÓN

El artículo 40.2 de la Constitución Española encomienda a los poderes públicos, como uno de los principios
rectores de la política social y económica, velar por la seguridad e higiene en el trabajo. Este mandato
constitucional conlleva la necesidad de desarrollar una política de protección de la salud de los trabajadores
mediante la prevención de los riesgos derivados de su trabajo y encuentra en la Ley de Prevención de
Riesgos Laborales su pilar fundamental. En la misma se configura el marco general en el que habrán de
desarrollarse las distintas acciones preventivas, en coherencia con las decisiones de la Unión Europea que
ha expresado su ambición de mejorar progresivamente las condiciones de trabajo y de conseguir este
objetivo de progreso con una armonización paulatina de esas condiciones en los diferentes países europeos.

De la presencia de España en la Unión Europea se deriva, por consiguiente, la necesidad de armonizar
nuestra política con la naciente política comunitaria en esta materia, preocupada, cada vez en mayor medida,
por el estudio y tratamiento de la prevención de los riesgos derivados del trabajo. Buena prueba de ello fue
la modificación del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea por la llamada Acta Única, a
tenor de cuyo artículo 118 A) los Estados miembros vienen, desde su entrada en vigor, promoviendo la
mejora del medio de trabajo para conseguir el objetivo antes citado de armonización en el progreso de las
condiciones de seguridad y salud de los trabajadores. Este objetivo se ha visto reforzado en el Tratado de
la Unión Europea mediante el procedimiento que en el mismo se contempla para la adopción, a través de
Directivas, de disposiciones mínimas que habrán de aplicarse progresivamente.

Consecuencia de todo ello ha sido la creación de un acervo jurídico europeo sobre protección de la salud de
los trabajadores en el trabajo. De las Directivas que lo configuran, la más significativa es, sin duda, la
89/391/CEE, relativa a la aplicación de las medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud
de los trabajadores en el trabajo, que contiene el marco jurídico general en el que opera la política de
prevención comunitaria.

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (en adelante LPRL) transpone al
Derecho español la citada Directiva, al tiempo que incorpora al que será nuestro cuerpo básico en esta
materia disposiciones de otras Directivas cuya materia exige o aconseja la transposición en una norma de
rango legal, como son las Directivas 92/85/CEE, 94/33/CEE y 91/383/CEE, relativas a la protección de la
maternidad y de los jóvenes y al tratamiento de las relaciones de trabajo temporales, de duración determina-
da y en empresas de trabajo temporal. Así pues, el mandato constitucional contenido en el artículo 40.2 de
nuestra ley de leyes y la comunidad jurídica establecida por la Unión Europea en esta materia configuran el
soporte básico en que se asienta la LPRL. Junto a ello, los compromisos contraídos con la Organización
Internacional del Trabajo a partir de la ratificación del Convenio 155, sobre seguridad y salud de los trabaja-
dores y medio ambiente de trabajo, enriquecen el contenido del texto legal al incorporar sus prescripciones
y darles el rango legal adecuado dentro de nuestro sistema jurídico.
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TEMA	13.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2018,	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS
DE	CARÁCTER	PERSONAL	Y	GARANTÍA	DE	LOS	DERECHOS	DIGITALES.

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2018

1.1.- INTRODUCCIÓN

La adaptación a la normativa europea expresada en el Reglamento General de Protección de Datos (RGPD),
aplicable a partir del 25 de mayo de 2018, ha requerido la elaboración de una nueva ley orgánica que
sustituya a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal. Esta
norma ha sido la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de
los derechos digitales, que presenta la siguiente estructura:

Preámbulo

• TÍTULO I. Disposiciones generales
• TÍTULO II. Principios de protección de datos
• TÍTULO III. Derechos de las personas

CAPÍTULO I. Transparencia e información
CAPÍTULO II. Ejercicio de los derechos

• TÍTULO IV. Disposiciones aplicables a tratamientos concretos
• TÍTULO V. Responsable y encargado del tratamiento

CAPÍTULO I. Disposiciones generales. Medidas de responsabilidad activa
CAPÍTULO II. Encargado del tratamiento
CAPÍTULO III. Delegado de protección de datos
CAPÍTULO IV. Códigos de conducta y certificación

• TÍTULO VI. Transferencias internacionales de datos
• TÍTULO VII. Autoridades de protección de datos

CAPÍTULO I. La Agencia Española de Protección de Datos

Sección 1.ª Disposiciones generales
Sección 2.ª Potestades de investigación y planes de auditoría preventiva
Sección 3.ª Otras potestades de la Agencia Española de Protección de Datos

CAPÍTULO II. Autoridades autonómicas de protección de datos

Sección 1.ª Disposiciones generales
Sección 2.ª Coordinación en el marco de los procedimientos establecidos en el RGPD
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TEMA	14.‐	NORMATIVA	ESTATAL,	AUTONÓMICA	Y	LOCAL	EN	MATERIA	DE
IGUALDAD:	LA	OBLIGACIÓN	ADMINISTRATIVA	DE	EMPLEO	DE	UN	LENGUAJE

INCLUSIVO.	DEFINICIÓN	DE	ACOSO	SEXUAL	Y	ACOSO	POR	RAZÓN
DE	SEXO.	PRESUPUESTOS	CON	ENFOQUE	DE	GÉNERO.

1.‐	NORMATIVA	ESTATAL,	AUTONÓMICA	Y	LOCAL	EN	MATERIA	DE	IGUALDAD

1.1.- NORMATIVA ESTATAL

• LA LEY ORGÁNICA IGUALDAD: ASPECTOS GENERALES

• La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, tiene como
finalidad alcanzar la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres y la eliminación de toda discrimi-
nación por razón de sexo, en particular la que afecta a las mujeres.

• Reconoce expresamente a todas las personas el disfrute de los derechos derivados del principio de
igualdad de trato y de la prohibición de discriminación por razón de sexo.

• Obliga por igual a todas las personas físicas y jurídicas que se encuentren o actúen en territorio espa-
ñol, con independencia de cuál sea su nacionalidad, domicilio o residencia.

• La ordenación general de las políticas públicas, bajo la óptica del principio de igualdad y la perspectiva
de género, se plasma en el establecimiento de pautas favorecedoras de la igualdad en políticas como la
educativa, la sanitaria, la artística y cultural, de la información, de desarrollo rural o de vivienda, deporte,
cultura, ordenación del territorio o de cooperación internacional para el desarrollo.

• El sistema educativo incluirá entre sus fines la educación en el respeto de los derechos y libertades
fundamentales y en la igualdad de derechos y oportunidades entre mujeres y hombres.

• Define los conceptos y categorías básicas relativas a la igualdad: el principio de igualdad de trato entre
mujeres y hombres, discriminación directa e indirecta por razón de sexo, y acciones positivas por parte
de los Poderes Públicos para corregir situaciones de desigualdad.

• Legitima a las instituciones públicas con competencias en materia de mujer y a las organizaciones para
la defensa de los derechos de igualdad entre mujeres y hombres, para actuar en determinados procedi-
mientos judiciales.

•Las políticas de empleo tendrán como uno de sus objetivos prioritarios aumentar la participación de
las mujeres en el mercado de trabajo y avanzar en la igualdad efectiva entre mujeres y hombres.

• Establece un marco general para la adopción de las llamadas acciones positivas que permitan alcanzar
la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres.



www.temariosenpdf.es Tema 15 - Pág. 1

TEMA	15.‐	NORMATIVA	ESTATAL	Y	AUTONÓMICA	EN	MATERIA	DE	VIOLENCIA
DE	GÉNERO:	LA	AMPLIACIÓN	DEL	CONCEPTO	DE	VÍCTIMA	EN	LA	NORMATIVA

ANDALUZA	Y	DERECHOS	DE	LAS	VÍCTIMAS	DE	VIOLENCIA	DE	GÉNERO.

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	CONTRA	LA	VIOLENCIA	DE	GÉNERO

1.1.- ASPECTOS GENERALES

La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de
Género, pretende atender a las recomendaciones de los organismos internacionales en el sentido de propor-
cionar una respuesta global a la violencia que se ejerce sobre las mujeres.

El ámbito de la Ley abarca tanto los aspectos preventivos, educativos, sociales, asistenciales y de atención
posterior a las víctimas, como la normativa civil que incide en el ámbito familiar o de convivencia donde
principalmente se producen las agresiones, así como el principio de subsidiariedad en las Administraciones
Públicas.  Igualmente se aborda con decisión la respuesta punitiva que deben recibir todas las manifestacio-
nes de violencia que esta Ley regula.

La Ley establece medidas de sensibilización e intervención en al ámbito educativo. Se refuerza, con referen-
cia concreta al ámbito de la publicidad, una imagen que respete la igualdad y la dignidad de las mujeres. Se
apoya a las víctimas a través del reconocimiento de derechos como el de la información, la asistencia jurídica
gratuita y otros de protección social y apoyo económico. Proporciona por tanto, una respuesta legal integral
que abarca tanto las normas procesales, creando nuevas instancias, como normas sustantivas, penales y
civiles, incluyendo la debida formación de los operadores sanitarios, policiales y jurídicos responsables de
la obtención de pruebas y de la aplicación de la ley.

Las situaciones de violencia sobre la mujer afectan también a los menores que se encuentran dentro de su
entorno familiar, víctimas directas o indirectas de esta violencia. La Ley contempla también su protección
no sólo para la tutela de los derechos de los menores, sino para garantizar de forma efectiva las medidas de
protección adoptadas respecto de la mujer.

1.2.- NOVEDADES DE LA LEY

Se establecen medidas de sensibilización, prevención y detección e intervención en diferentes ámbitos:

• Educación: Se especifican las obligaciones del sistema para la transmisión de valores de respeto a la
dignidad de las mujeres y a la igualdad entre hombres y mujeres. En la Educación Secundaria se incorpo-
ra la educación sobre la igualdad entre hombres y mujeres y contra la violencia de género como conteni-
do curricular, incorporando en todos los Consejos Escolares un nuevo miembro que impulse medidas
educativas a favor de la igualdad y contra la violencia sobre la mujer.




